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Principios rectores (Art. 8) 

Los servicios y funciones de seguridad privada se prestarán con respeto a la Constitución, a lo dispuesto en 
esta ley, especialmente en lo referente a los principios de actuación establecidos en el art. 30, y al resto del 
ordenamiento jurídico. 

Los prestadores de servicios de seguridad privada colaborarán, en todo momento y lugar, con las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad, con sujeción a lo que éstas puedan disponer en relación con la ejecución material 
de sus actividades. 

De conformidad con lo dispuesto en la legislación de fuerzas y cuerpos de seguridad, las 1empresas de 
seguridad, los 2despachos de detectives y el 3personal de seguridad privada tendrán especial obligación de 
auxiliar y colaborar, en todo momento, con aquéllas en el ejercicio de sus funciones, de prestarles su 
colaboración y de seguir sus instrucciones, en relación con los servicios que presten que afecten a la 
seguridad pública o al ámbito de sus competencias. 

Las empresas, los despachos y el personal de seguridad privada: 

- No podrán intervenir ni interferir, mientras estén ejerciendo los servicios y funciones que les son 
propios, en la celebración de reuniones y manifestaciones, ni en el desarrollo de conflictos políticos o 
laborales. 

- No podrán ejercer ningún tipo de control sobre opiniones políticas, sindicales o religiosas, o sobre la 
expresión de tales opiniones, ni proceder al tratamiento, automatizado o no, de datos relacionados con 
la ideología, afiliación sindical, religión o creencias. 

- Tendrán prohibido comunicar a terceros, salvo a las autoridades judiciales y policiales para el ejercicio 
de sus respectivas funciones, cualquier información que conozcan en el desarrollo de sus servicios y 
funciones sobre sus clientes o personas relacionadas con éstos, así como sobre los bienes y efectos de 
cuya seguridad o investigación estuvieran encargados. 

El Ministro del Interior o, en su caso, el titular del órgano autonómico competente prohibirá la utilización en 
los servicios de seguridad privada de determinados medios materiales o técnicos cuando pudieran causar 
daños o perjuicios a terceros o poner en peligro la seguridad ciudadana. 

Contratación y comunicación de servicios (Art. 9) 

No podrá prestarse ningún tipo de servicio de seguridad privada que no haya sido previamente contratado 
y, en su caso, autorizado. 

De acuerdo con lo que reglamentariamente se determine, los contratos de prestación de los distintos servicios 
de seguridad privada deberán, en todo caso, formalizarse por escrito y comunicarse su celebración al Ministerio 
del Interior o, en su caso, al órgano autonómico competente con antelación a la iniciación de los mismos. 

Prohibiciones (Art. 10) 

Con carácter general y además de otras prohibiciones contenidas en esta ley, se establecen las siguientes: 

- La prestación o publicidad de servicios de seguridad privada por parte de personas, físicas o jurídicas, 
carentes de la correspondiente autorización o sin haber presentado declaración responsable. 

- El ejercicio de funciones de seguridad privada por parte de personas físicas carentes de la 
correspondiente habilitación o acreditación profesional. 

- La prestación de servicios de seguridad privada incumpliendo los requisitos o condiciones legales de 
prestación de los mismos. 

- El empleo o utilización, en servicios de seguridad privada, de medios o medidas de seguridad no 
homologadas cuando sea preceptivo, o de medidas o medios personales, materiales o técnicos de 
forma tal que atenten contra el derecho al 1honor, a la 2intimidad personal o familiar o a la 3propia 
imagen o al 4secreto de las comunicaciones, o cuando incumplan las condiciones o requisitos 
establecidos en esta ley y en su normativa de desarrollo. 
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Los despachos de detectives y los detectives privados no podrán celebrar 
contratos que tengan por objeto la investigación de delitos perseguibles de 
oficio ni, en general, investigar delitos de esta naturaleza, debiendo denunciar 
inmediatamente ante la autoridad competente cualquier hecho de esta naturaleza 
que llegara a su conocimiento, y poniendo a su disposición toda la información y 
los instrumentos que pudieran haber obtenido hasta ese momento, relacionado 
con dichos delitos. 

Las empresas de seguridad no podrán realizar los servicios de investigación privada propios de los despachos 
de detectives privados, y éstos no podrán prestar servicios propios de las empresas de seguridad privada. 

Registro Nacional de Seguridad Privada y registros autonómicos (Art. 11) 

Serán objeto de inscripción de oficio en el Registro Nacional de Seguridad Privada del Ministerio del Interior, 
una vez concedidas las pertinentes autorizaciones o, en su caso, presentadas las declaraciones 
responsables, u obtenidas las preceptivas habilitaciones o acreditaciones, el: 

- Personal de seguridad privada, las  

- Empresas de seguridad privada y los  

- Despachos de detectives privados, así como  

- Delegaciones y sucursales, los  

- Centros de formación del personal de seguridad privada y las  

- Centrales receptoras de alarma de uso propio, 

cuando no sean objeto de inscripción en los registros de las comunidades autónomas. 

Igualmente, se inscribirán en el Registro Nacional de Seguridad Privada las: 

- Sanciones impuestas en materia de seguridad privada, las  

- Comunicaciones de los contratos y sus modificaciones y cuantos  

- Datos sean necesarios para las actuaciones de control y gestión de la seguridad privada,  

cuando tales sanciones, comunicaciones y datos se refieran a servicios de seguridad privada que se presten en 
un ámbito territorial distinto al de una comunidad autónoma con competencia en materia de seguridad privada. 

Las autoridades responsables del Registro Nacional y de los registros autonómicos establecerán los 
mecanismos de colaboración y reciprocidad necesarios para permitir su:  

- Interconexión e interoperabilidad, la  

- Determinación coordinada de los sistemas de numeración de las empresas de seguridad privada y el 

- Acceso a la información registral contenida en los mismos, para el ejercicio de sus respectivas 
competencias. 

Dichos registros serán públicos exclusivamente en cuanto a los asientos referentes a la: 

- Denominación o razón social,  

- Domicilio,  

- Número de identificación fiscal y  

- Actividades en relación con las cuales estén autorizadas o hayan presentado la declaración de 
responsable las empresas de seguridad privada, despachos de detectives, centros de formación del 
personal de seguridad privada y centrales de alarmas de uso propio. 

Competencias de la Administración General del Estado (Art. 12) 

Corresponde a la AGE, a través del Ministerio del Interior y, en su caso, de las Delegaciones y 
Subdelegaciones del Gobierno, el ejercicio de las siguientes facultades: 
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- La autorización o recepción de la declaración responsable, inspección y sanción de las empresas de 
seguridad privada y de sus delegaciones cuya competencia no haya sido asumida por las comunidades 
autónomas. 

- La recepción de la declaración responsable para la apertura de los despachos de detectives privados y 
de sus sucursales, así como su inspección y sanción, cuando el ejercicio de estas facultades no sea 
competencia de las comunidades autónomas. 

- La habilitación e inhabilitación del personal de seguridad privada, y la determinación del armamento, 
documentación, uniformidad, distintivos y medios de defensa de dicho personal, así como la 
acreditación, en todo caso, de los ingenieros y técnicos de las empresas de seguridad y de los 
operadores de seguridad. 

- La aprobación, modificación y cancelación de los programas y cursos específicos de formación del 
personal de seguridad privada que no sean de la competencia de los Ministerios de Educación, Cultura 
y Deporte o de Empleo y Seguridad Social. 

- La coordinación de los servicios de seguridad e investigación privadas con los de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado. 

En el ámbito de las competencias de la AGE y de conformidad con lo dispuesto en la legislación de Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad: 

- Corresponde a la Dirección General de la Policía el control de las empresas, entidades y servicios 
privados de seguridad, vigilancia e investigación, de su personal, medios y actuaciones. 

- Corresponde a la Dirección General de la Guardia Civil el ejercicio de sus competencias en materia de 
armas sobre las empresas y el personal de seguridad privada, así como el control de los guardas rurales 
y sus especialidades. Sin afectar a las competencias que corresponden a la Dirección General de la Policía 
podrá participar en el control de las actuaciones operativas del personal de seguridad privada, que 
preste servicios en su ámbito de competencias. 

COORDINACIÓN 

Colaboración profesional (Art. 14) 

La especial obligación de colaboración de las empresas de seguridad, los despachos de detectives y el 
personal de seguridad privada con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se desarrollará con sujeción al principio 
de legalidad y se basará exclusivamente en la necesidad de asegurar el buen fin de las actuaciones tendentes 
a preservar la seguridad pública, garantizándose la debida reserva y confidencialidad cuando sea necesario. 

Las empresas de seguridad, los despachos de detectives y el personal de seguridad privada deberán 
comunicar a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes, tan pronto como sea posible, cualesquiera 
1circunstancias o informaciones relevantes para la prevención, el mantenimiento o restablecimiento de la 
seguridad ciudadana, así como todo 2hecho delictivo del que tuviesen conocimiento en el ejercicio de su 
actividad o funciones, poniendo a su disposición a los presuntos delincuentes, así como los instrumentos, 
efectos y pruebas relacionadas con los mismos. 

Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán facilitar al personal de seguridad privada, en el ejercicio de sus 
funciones, informaciones que faciliten su evaluación de riesgos y consiguiente implementación de medidas 
de protección.  

Si estas informaciones contuvieran datos de carácter personal sólo podrán facilitarse en caso de peligro real 
para la seguridad pública o para evitar la comisión de infracciones penales. 

Acceso a la información por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (Art. 15) 

Se autorizan las 1cesiones de datos que se consideren necesarias para contribuir a la salvaguarda de la 
seguridad ciudadana, así como el 2acceso por parte de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a los sistemas 
instalados por las empresas de seguridad privada que permitan la comprobación de las informaciones en 
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tiempo real cuando ello sea necesario para la prevención de un peligro real para la seguridad pública o para 
la represión de infracciones penales. 

El tratamiento de datos de carácter personal, así como los ficheros, automatizados o no, creados para el 
cumplimiento de esta ley se someterán a lo dispuesto en la normativa de protección de datos de carácter 
personal. 

La comunicación de buena fe de información a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad por las entidades y el 
personal de seguridad privada no constituirá vulneración de las restricciones sobre divulgación de 
información impuestas por vía contractual o por cualquier disposición legal, reglamentaria o administrativa, 
cuando ello sea necesario para la prevención de un peligro real para la seguridad pública o para la represión 
de infracciones penales. 

Coordinación y participación (Art. 16) 

El Ministerio del Interior o, en su caso, el órgano autonómico competente adoptará las medidas organizativas 
que resulten adecuadas para asegurar la coordinación de los servicios de seguridad privada con los de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

En el ámbito de las competencias de la AGE se constituirán comisiones mixtas de seguridad privada, 
nacionales, autonómicas o provinciales, con el carácter de órganos consultivos y de colaboración entre las 
administraciones públicas y los representantes del sector. Su composición y funciones se determinarán 
reglamentariamente. 

EMPRESAS DE SEGURIDAD PRIVADA Y DESPACHOS DE DETECTIVES PRIVADOS 

Autorización administrativa (Art. 18) 

Para la prestación de servicios de seguridad privada, las empresas de seguridad privada deberán obtener 
autorización administrativa y serán inscritas de oficio en el registro correspondiente, de acuerdo con el 
procedimiento que se determine reglamentariamente. 

La autorización administrativa se suplirá por una declaración responsable cuando pretendan dedicarse 
exclusivamente a la actividad de seguridad privada contemplada en el artículo 5.1.f) (instalación y 
mantenimiento de aparatos, equipos, dispositivos y sistemas de seguridad)  

La validez de la autorización o de la declaración responsable será indefinida. 

Requisitos generales (Art. 19) 

Para la 1autorización o, en su caso, presentación de 2declaración responsable, la posterior 3inscripción en el 
Registro Nacional de Seguridad Privada o en el correspondiente registro autonómico y el 4desarrollo de 
servicios de seguridad privada, las empresas de seguridad privada deberán reunir los siguientes requisitos 
generales: 

- Estar legalmente constituidas e inscritas en el registro mercantil o en el registro público correspondiente 
y tener por objeto exclusivo todas o alguna de las actividades a las que se refiere el art. 5.1, excepto la 
del párrafo h). No obstante, en dicho objeto podrán incluir las actividades que resulten imprescindibles 
para el cumplimiento de las actividades de seguridad autorizadas, así como las compatibles contempladas 
en el art. 6. 

- Tener la nacionalidad de un Estado miembro de la Unión Europea o de un Estado parte en el Acuerdo 
sobre el Espacio Económico Europeo. 

- Contar con los medios humanos, de formación, financieros, materiales y técnicos adecuados que, de 
acuerdo con el principio de proporcionalidad 

En particular, cuando se presten servicios para los que se precise el uso de armas, habrán de adoptarse 
las medidas que garanticen su adecuada custodia, utilización y funcionamiento. Igualmente, los 
ingenieros y técnicos de las empresas de seguridad privada y los operadores de seguridad, deberán 
disponer de la correspondiente acreditación expedida por el Ministerio del Interior, que se limitará a 
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comprobar la 1honorabilidad del solicitante y la 2carencia de antecedentes penales, en los términos que 
reglamentariamente se establezca. 

- Disponer de las medidas de seguridad que reglamentariamente se determinen. 

- Suscribir un contrato de seguro de responsabilidad civil o constituir otras garantías financieras en la 
cuantía y con las condiciones que se determinen reglamentariamente. 

- Constituir el aval o seguro de caución* que se determine reglamentariamente a disposición de las 
autoridades españolas, para atender exclusivamente las responsabilidades administrativas por 
infracciones a la normativa de seguridad privada que se deriven del funcionamiento de la empresa. 

- No haber sido condenadas mediante sentencia firme por delitos de insolvencia punible*, contra la 
1Hacienda Pública, contra la 2Seguridad Social, contra los 3derechos de los trabajadores, por 
4intromisión ilegítima en el ámbito de protección del derecho al honor, a la 5intimidad personal y familiar 
o a la 6propia imagen, 7vulneración del secreto de las comunicaciones o de 8otros derechos 
fundamentales, salvo que hubiesen cancelado sus antecedentes penales.  

En el caso de las personas jurídicas, este requisito será aplicable a los administradores de hecho o de 
derecho y representantes, que, vigente su cargo o representación, no podrán estar incursos en la 
situación mencionada por actuaciones realizadas en nombre o a beneficio de dichas personas jurídicas. 

- No haber sido condenadas mediante sentencia firme por intromisión ilegítima en el ámbito de protección 
del derecho al 1honor, a la 2intimidad personal y familiar o a la 3propia imagen, 4vulneración del secreto 
de las comunicaciones o de 5otros derechos fundamentales en los 5 años anteriores a la solicitud.  

En el caso de las personas jurídicas, este requisito será aplicable a los administradores de hecho o de 
derecho y representantes, que, vigente su cargo o representación, no podrán estar incursos en la 
situación mencionada por actuaciones realizadas en nombre o a beneficio de dichas personas jurídicas. 

Las empresas de seguridad privada no españolas, autorizadas para la prestación de servicios de seguridad 
privada con arreglo a la normativa de cualquiera de los Estados miembros de la Unión Europea o de los Estados 
parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, habrán de inscribirse obligatoriamente en el 
1Registro Nacional de Seguridad Privada del Ministerio del Interior o, cuando tengan su domicilio en una 
comunidad autónoma con competencias en materia de seguridad privada y su ámbito de actuación limitado a 
dicho territorio, en el 2registro autonómico correspondiente, a cuyo efecto deberán acreditar su condición de 
empresas de seguridad privada y el cumplimiento de los requisitos establecidos en esta ley, en la forma que 
se determine reglamentariamente. 

El incumplimiento sobrevenido de los requisitos establecidos en este artículo dará lugar a la 1extinción de la 
autorización o al 2cierre de la empresa, en el caso de presentación de declaración responsable, y, en ambos 
casos, a la cancelación de oficio de la inscripción de la empresa de seguridad en el registro correspondiente. 

Inscripción registral (Art. 20) 

Toda empresa de seguridad privada autorizada o que, en su caso, haya presentado la correspondiente 
declaración responsable será inscrita de oficio en el 1Registro Nacional de Seguridad Privada o en el 
correspondiente 2registro autonómico. 

No podrá inscribirse en el Registro Nacional de Seguridad Privada o en el correspondiente registro autonómico 
ninguna empresa cuya denominación coincida, o pueda inducir a error o confusión, con la de 1otra ya inscrita 
o con la de órganos o dependencias de las 2administraciones públicas, o cuando coincida o pueda inducir a 
confusión con una 3marca anterior registrada para actividades idénticas o semejantes, salvo que se solicite 
por el titular de la misma o con su consentimiento. 

Obligaciones generales (Art. 21) 

Las empresas de seguridad privada deberán cumplir las siguientes obligaciones generales: 

- Desarrollar las actividades de seguridad privada en los términos de esta ley y en las condiciones 
establecidas en la autorización que les haya sido concedida o en la declaración responsable que hayan 
presentado. 
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